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Tesis: IX.2o.C.A.11 C (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época  

2022356        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 06 de 
noviembre de 2020 10:17 h 

 Tesis Aislada (Civil) 

 
EMPLAZAMIENTO. LA OMISIÓN DEL ACTUARIO DE CERTIFICAR LA ENTREGA DE 
LAS COPIAS DE TRASLADO COMPLETAS, LEGIBLES Y DEBIDAMENTE 
COTEJADAS CON SU ORIGINAL, OCASIONA LA ILEGALIDAD DE DICHA 
DILIGENCIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). 
 
En la contradicción de tesis 118/2017, resuelta por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 22/2018 (10a.), con 
números de registro digital: 27970 y 2017535, respectivamente, se sostuvo en el cuerpo 
de la ejecutoria, que si la legislación aplicable establece expresamente el requisito de 
que al practicarse el emplazamiento se entreguen copias de traslado de la demanda 
debidamente selladas y cotejadas, dicho requerimiento no tiene lugar a equívocos, ni 
necesita de interpretación jurídica o analógica, por lo que impera el principio de legalidad 
en la aplicación literal reconocido en el artículo 14 constitucional, que exige que todo 
acto de autoridad dictado en un proceso civil debe ceñirse a la letra de la ley aplicable al 
caso de que se trate, especialmente cuando los requisitos del emplazamiento, dada la 
relevancia de este acto judicial, son de aplicación estricta. Ahora, si el legislador en el 
artículo 97 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí 
dispuso que las copias de los asuntos y los documentos se entregarán a las partes al 
notificárseles la providencia que haya recaído en el asunto respectivo, o al hacerles la 
citación o emplazamiento que proceda, en este último caso, deberán entregarse copias 
de traslado de la demanda y sus anexos, completas, legibles y cotejadas con las que 
exhibió el actor, sin género de dudas que se actualiza la premisa de que la legalidad de 
un emplazamiento en esta entidad federativa, por lo así determinado por el Alto Tribunal 
del País, requiere que el actuario se cerciore y entregue a la persona con quien entiende 
la diligencia, las copias de la demanda y sus anexos completos, legibles y debidamente 
cotejadas con las que exhibe la parte accionante, porque sólo así se satisfacen los 
derechos de audiencia, debido proceso, legalidad y seguridad jurídica que encuentran 
sentido en su interrelación con el derecho a la tutela judicial efectiva. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL 
NOVENO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 505/2019. Aurora Guadalupe Almendárez Barbosa. 11 de junio de 
2020. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. Secretario: Jorge Omar 
Aguilar Aguirre. 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 118/2017 y 
la tesis de jurisprudencia 1a./J. 22/2018 (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO. 
LA OMISIÓN DEL ACTUARIO DE CERTIFICAR LA ENTREGA DE LAS COPIAS DE 
TRASLADO DE LA DEMANDA DEBIDAMENTE SELLADAS Y COTEJADAS CON SU 
ORIGINAL, OCASIONA LA ILEGALIDAD DE DICHA DILIGENCIA." citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de agosto de 2018 a 
las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 57, Tomo I, agosto de 2018, páginas 808 y 834, respectivamente. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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Tesis: X.2o.2 K (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022409        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 13 de 
noviembre de 2020 10:24 h 

 
Tesis Aislada 
(Común) 

 
RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO G), DE 
LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CONTRA EL AUTO QUE TUVO POR INCUMPLIDA 
LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, AUN CUANDO NO SE HUBIESE DICTADO EN EL 
INCIDENTE POR EXCESO O DEFECTO EN LA EJECUCIÓN DE LA MEDIDA 
CAUTELAR OTORGADA. 
 
El recurso de queja previsto en el precepto citado procede contra el auto que tuvo por 
incumplida la suspensión definitiva, aun cuando no se hubiese dictado en el incidente por 
exceso o defecto en la ejecución del acuerdo en que se haya concedido la suspensión 
definitiva del acto reclamado, pues con independencia de esa circunstancia procesal, 
encuadra cabalmente en dicho supuesto normativo, al declararse que no se acató la 
medida cautelar otorgada en el amparo indirecto. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 
 
Queja 266/2019. Comisión del Agua del Estado de Veracruz. 3 de enero de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Gómez Martínez. Secretario: Fredy Sánchez 
Ramírez. 
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Tesis: VIII.1o.C.T.6 K (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022428        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Tesis Aislada 
(Común) 

 
AMPARO ADHESIVO. EL CODEMANDADO DEL QUEJOSO PRINCIPAL CUENTA 
CON LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO CUANDO UNA PARTE DEL ACTO 
RECLAMADO LE FAVORECE EN SU ESFERA JURÍDICA. 
 
Del artículo 182 de la Ley de Amparo, se obtiene que la demanda en la vía adhesiva 
podrá promoverse por la parte que haya obtenido sentencia favorable, así como por 
aquella que tenga interés jurídico en que subsista el acto reclamado, la cual se tramitará 
y resolverá en una sola sentencia. En ese sentido, cuando del acto reclamado se 
advierta que una parte considerativa le favorece al codemandado del quejoso principal, 
por haber sido condenado en favor del adherente en el mismo procedimiento, es 
incuestionable que existe un interés distinto para que subsista el acto reclamado en 
cuanto a esa condena; de ahí que por ese motivo, esa parte procesal cuente con 
legitimación para promover la demanda en dicha vía. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO 
CIRCUITO. 
 
Recurso de reclamación 3/2020. 5 de marzo de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Francisco Saldaña Arrambide. Secretario: Manuel Cano Castellanos. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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Tesis: XI.1o.C.3 K (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época  

2022435    1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Tesis Aislada  
(Civil, Común) 

 
COSA JUZGADA. SE ACTUALIZA EN UN JUICIO EN RAZÓN DE LA SENTENCIA 
FIRME EMITIDA EN OTRO, CON INDEPENDENCIA DE LAS FECHAS DE SU INICIO. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado en jurisprudencia, 
que la ejecución íntegra de una sentencia sólo se alcanza en la medida en que la cosa 
juzgada se instituye en el ordenamiento jurídico como resultado de un juicio regular que 
ha concluido en todas sus instancias, llegando al punto en que lo decidido ya no es 
susceptible de discutirse. En ese contexto, lo determinante para la actualización de la 
cosa juzgada –directa o refleja– es lo sentenciado con anterioridad en un juicio, por lo 
que carece de importancia cuál procedimiento inició antes, pues lo que debe ser primero 
en tiempo es la sentencia firme, ya que tal firmeza origina la imposibilidad de resolver 
sobre lo pedido en el juicio que aún no ha sido resuelto, con independencia de que éste 
se haya instado antes que aquél, y que por el trámite procesal seguido por uno y otro, 
haya sido el segundo el que alcanzó antes la sentencia ejecutoria. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 163/2019. Manuel Muños Soto y otra. 23 de mayo de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ulises Torres Baltazar. Secretaria: Aurora Josefina García Pulido. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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Tesis: I.11o.C.45 K (10a.) Semanario Judicial de la Federación 
Décima 
Época 

2022446   1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Tesis Aislada 
(Común) 

 
 
EMPLAZAMIENTO. LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE NO 
NECESARIAMENTE CONLLEVA QUE SE OTORGUE LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL AL QUEJOSO, SI AQUELLA DILIGENCIA SATISFACE TODOS 
LOS REQUISITOS LEGALES PARA SU VALIDEZ Y, POR ENDE, EL DERECHO DE 
AUDIENCIA DE LA QUEJOSA. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 
149/2000, de rubro: "SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS 
MATERIAS CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. PROCEDE RESPECTO DE LA 
FALTA O DEL ILEGAL EMPLAZAMIENTO DEL DEMANDADO AL JUICIO NATURAL.", 
estableció que procede la suplencia de la deficiencia de la queja cuando en el juicio de 
amparo se reclame el emplazamiento practicado en el juicio de origen, pues su falta o su 
práctica defectuosa constituye una violación manifiesta a la ley que impide al demandado 
defenderse, por lo que se considera, dada su trascendencia, la infracción procesal de 
mayor magnitud y de carácter más grave. En ese contexto, de la interpretación del 
artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo, procede la suplencia de los conceptos de 
violación y de los agravios cuando la infracción manifiesta a la ley por parte de la 
responsable coloca al quejoso o al particular recurrente en una situación de seria 
afectación de sus derechos que, de no corregirse, equivaldría a dejarlo sin defensa. Sin 
embargo, esa suplencia sólo vincula al tribunal de amparo al análisis oficioso e íntegro 
respecto de la legalidad o constitucionalidad del acto reclamado o resolución recurrida, 
pero la parte quejosa o recurrente sólo podrá obtener sentencia favorable a sus intereses 
cuando el tribunal de amparo encuentre que se ha cometido contra el quejoso o 
particular recurrente una violación evidente que lo ha dejado sin defensa, pues no es 
obligatorio para el juzgador dictar sentencia favorable, aun cuando por la naturaleza del 
acto reclamado procediera la suplencia de la queja. Por lo que, si de ese examen 
oficioso y amplio de la legalidad del emplazamiento reclamado, el juzgador de amparo 
llega a la conclusión de que la referida diligencia satisface todos los requisitos legales 
para su validez y que, por ende, cumple con el derecho de audiencia de la quejosa, es 
evidente que, en esos casos, no existirá razón alguna para conceder la protección de la 
Justicia Federal, aun cuando se supliera la queja deficiente en su favor. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 395/2017. Maricela Serapia Gómez Barreto. 27 de febrero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Ma. del Carmen 
Meléndez Valerio. 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 149/2000 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, diciembre 
de 2000, página 22, con número de registro digital: 190656. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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Tesis: I.11o.C.106 C (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022465        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 Tesis Aislada (Civil) 

 
INCIDENTES EN EL JUICIO ORDINARIO CIVIL. LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO 
ADMISORIO ES EQUIPARABLE A UN EMPLAZAMIENTO, RAZÓN POR LA QUE 
DEBE PRACTICARSE PERSONALMENTE A LA CONTRAPARTE DEL 
PROMOVENTE (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Conforme al artículo 255, primer párrafo, del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal, vigente en la Ciudad de México, se advierte que el término "demanda" 
constituye la promoción con la que se inicia una contienda judicial, la cual abarca el juicio 
principal o un incidente; así, la parte en contra de quien se promueva un incidente tendrá 
la calidad de demandado en ese procedimiento, actualizándose lo previsto en el artículo 
114, fracción I, del citado ordenamiento, que prevé la notificación personal en el 
procedimiento, cuyo término abarca dos aspectos, el emplazamiento al demandado en el 
juicio y la notificación en cualquier incidente accesorio. De esa forma, se evidencia que el 
legislador, en respeto al derecho de audiencia consagrado en el artículo 14, segundo 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispuso que 
siempre que se trate de un procedimiento contencioso, principal o incidental, la primera 
notificación a la parte contraria, al promovente o cualquier otra persona que pueda 
resentir afectación con la resolución que se emita en el juicio o en la fase de ejecución 
de sentencia, debe practicarse personalmente en aras de salvaguardar la seguridad 
jurídica en que se garantice el derecho de audiencia y defensa de las partes, acorde con 
las tendencias interpretativas que ha sostenido la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación con relación al acceso a la justicia como derecho fundamental que 
toda persona tiene de plantear una pretensión o defenderse de ella, que se contienen en 
las jurisprudencias 1a./J. 37/2013 (10a.) y 1a./J. 58/2018 (10a.), de títulos y subtítulos: 
"INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA. EL AUTO QUE LO ADMITE DEBE 
NOTIFICARSE EN FORMA DOMICILIARIA (INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN 
‘SE CORRERÁ TRASLADO’ PREVISTA EN EL ARTÍCULO 436, FRACCIÓN II, DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE PUEBLA)." y 
"APELACIÓN. EL AUTO QUE ADMITE A TRÁMITE ESTE RECURSO Y ORDENA 
‘EMPLAZAR’ AL APELANTE PARA SU CONTINUACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE 
EXPRESAR AGRAVIOS, DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE." 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 103/2018. Héctor Rodrigo Colorado García. 8 de mayo de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Octavio Rosales 
Rivera. 
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Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 37/2013 (10a.) y 1a./J. 58/2018 (10a.) citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XX, Tomo 1, mayo 2013, página 368 y en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas, así como en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 
2018, página 181, con números de registro digital: 2003587 y 2018555, respectivamente. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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Tesis: I.11o.C.122 C (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022470        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 Tesis Aislada (Civil) 

 
JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. LA LEGALIDAD Y VALIDEZ DE LA NOTIFICACIÓN 
DE ESAS DILIGENCIAS CUANDO YA INICIÓ EL JUICIO QUE CON BASE EN ELLAS 
SE PROMOVIÓ, DEBE HACERSE VÍA EXCEPCIÓN. 
 
La jurisdicción voluntaria es un procedimiento seguido fuera de juicio, por ello, para que 
una persona respecto de quien se promovió o es destinataria de una jurisdicción 
voluntaria y alegue no haber sido notificada de ésta, pueda impugnar su legalidad a 
través de un recurso o medio de defensa ordinario o mediante el juicio de amparo 
indirecto, es menester que no haya iniciado el juicio en el que esas diligencias se 
exhiban como base de la acción o como sustento toral de las pretensiones planteadas. 
Ello, pues esos mecanismos de defensa ordinarios o extraordinarios, aunque idóneos 
por ser aptos para nulificar la notificación de la jurisdicción voluntaria y, por ende, el 
objeto de ésta, serían ineficaces al no tener el alcance de anular lo actuado y, en su 
caso, resuelto en el juicio en que tales diligencias se exhiban, máxime si la eventual 
anulación de la jurisdicción voluntaria se produce después de fallado mediante sentencia 
firme el juicio. Así, en el supuesto de que el juicio en el que esas diligencias de 
jurisdicción voluntaria se exhiban como base de la acción o como sustento toral de las 
pretensiones planteadas, ya haya iniciado, la legalidad de la notificación de esas 
diligencias, así como su validez, deberá impugnarse en ese mismo juicio vía excepción 
en la que el demandado evidencie y, en su caso, pruebe las causas por las que estima 
ilegal la notificación de la jurisdicción voluntaria, pues lo resuelto al respecto servirá para 
resolver sobre la procedencia o improcedencia de la acción planteada. Lo anterior, pues 
la excepción constituye un verdadero mecanismo procesal de defensa que resulta apto 
para que el demandado se oponga a la pretensión del actor y exponga los argumentos 
encaminados a destruir o atenuar la acción planteada en su contra, además de tener la 
oportunidad de ofrecer las pruebas que demuestren sus planteamientos. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 698/2018. René Dorantes Rodríguez San Miguel. 13 de febrero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Miriam Aidé 
García González. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.  
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Tesis: V.1o.P.A.14 A (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022478        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Tesis Aislada 
(Administrativa) 

 
PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS SENTENCIAS EN EL JUICIO AGRARIO. SE 
INFRINGE SI EL TRIBUNAL UNITARIO DECLARA SUCESOR PREFERENTE AL 
DEMANDADO, SIN QUE ÉSTE HAYA OPUESTO EXCEPCIÓN ALGUNA O 
RECONVENIDO AL RESPECTO, AL RESOLVER SOBRE UN PUNTO QUE NO FUE 
OBJETO DE LA LITIS. 
 
Si se demanda el reconocimiento como sucesor de ciertos derechos agrarios y el 
demandado no opone como excepción o reconviene su mejor derecho a sucederlos, ni lo 
plantea en las manifestaciones formuladas en la audiencia a que se refiere el artículo 
185 de la Ley Agraria, sino que se limita a evidenciar la ineficacia jurídica del título en el 
que el actor finca su pretensión; pese a lo cual, el Tribunal Unitario declara sucesor 
preferente al demandado, se infringe el principio de congruencia que debe colmar la 
sentencia que se dicte en el juicio agrario, previsto en el artículo 189 de dicho 
ordenamiento. Lo anterior, por incluir y resolver sobre un punto de derecho que 
formalmente no fue objeto de la litis. Sin que sea óbice que el juicio haya versado sobre 
la sucesión de derechos agrarios, ya que al no haberse opuesto un mejor derecho para 
acceder por vía de sucesión a aquéllos, no podría llevarse al extremo de considerar que 
ese aspecto es adyacente o consecuencia lógica y necesaria de la desestimación de la 
acción principal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
QUINTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 211/2019. 24 de septiembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Alejandro Andrade del Corro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrado, con fundamento en los artículos 26, párrafo segundo y 81, fracción XXII, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el artículo 40, 
fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el 
que se expide el similar que reglamenta la organización y funcionamiento del propio 
Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos generales. 
Secretaria: Ana Calzada Bojórquez. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.  
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Tesis: I.11o.C.46 K (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022493        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Tesis Aislada 
(Común) 

 
TERCERO INTERESADO. CUANDO EL QUEJOSO ES PARTE EN EL JUICIO DE 
ORIGEN, SÓLO PUEDE TENER ESE CARÁCTER QUIEN SEA SU CONTRAPARTE. 
 
De conformidad con el artículo 5o., fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, cuando el 
acto reclamado derive de un juicio o una controversia del orden judicial, administrativo, 
agrario o del trabajo, el carácter de tercero interesado le asiste a la parte contraria del 
quejoso o si éste no es parte en el juicio de donde derivan los actos reclamados, el 
tercero interesado será la parte –en la controversia de origen– que tenga un interés 
contrario al de aquél. Como se observa, el artículo citado no prevé la posibilidad de que 
el carácter de tercero interesado en el juicio de amparo pueda asistirle a cualquier 
persona que tenga un interés contrario al quejoso derivado de la relación alegada, pues 
claramente la porción normativa establece como condición para reconocer a una persona 
con el carácter de tercero interesado, que ésta sea parte en el juicio de donde procede el 
acto reclamado y sólo derivado de esa circunstancia es que el juzgador de amparo 
deberá determinar cuándo esa persona tiene un interés contrario al del quejoso para 
poderle otorgar legitimación como tercero interesado. De manera que tal carácter no 
puede establecerse en forma arbitraria o anárquica, sino que debe atenderse a la 
naturaleza del acto reclamado y al juicio de origen de donde deriva a fin de establecer 
conforme a las diversas hipótesis previstas, a quién le asiste el carácter de tercero 
interesado. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Recurso de reclamación 34/2019. Guillermo Zamora Jiménez. 15 de julio de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Miriam Aidé 
García González. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.  
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Tesis: I.11o.C.37 K (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022494        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Tesis Aislada 
(Común) 

 
TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO. TIENEN ESE CARÁCTER LAS 
DEMÁS PARTES EN EL JUICIO DEL ORDEN CIVIL DE DONDE PROVIENE EL ACTO 
RECLAMADO, CUANDO LA PARTE QUEJOSA ES TERCERA EXTRAÑA O 
TERCERA POR EQUIPARACIÓN. 
 
De la intelección del artículo 5o., fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, se advierte 
que cuando la parte quejosa se ostenta como tercero extraña o por equiparación, 
entonces, todas las demás partes en el juicio del orden civil de donde proviene el acto 
reclamado tendrán un interés en contrario, con independencia de que pudieran tener la 
calidad de codemandados, ya que puede acontecer que se encuentren interesados en 
que quede firme alguna actuación o situación de hecho o de derecho o alguna resolución 
firme, o por la circunstancia de que los actos reclamados dejen de producir sus efectos, 
lo que podría dar lugar a que el actor pueda insistir y reiterar sus reclamaciones en su 
contra; situación que los legitima para reconocer su carácter de terceros interesados 
para que en la instancia constitucional tengan la oportunidad de invocar los derechos 
que pudieran asistirles con relación a los actos reclamados o, en su caso, alegar y probar 
en su favor la constitucionalidad del acto o actos impugnados; lo que es acorde con las 
consideraciones contenidas en la ejecutoria que dio origen a la jurisprudencia 1a./J. 
63/2001, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
"TERCERO PERJUDICADO EN LOS AMPAROS DEL ORDEN CIVIL PROMOVIDOS 
POR EXTRAÑOS AL PROCEDIMIENTO. DEBE RECONOCERSE ESE CARÁCTER AL 
DEMANDADO EN EL JUICIO DE DONDE DERIVA EL ACTO O LA RESOLUCIÓN 
RECLAMADOS." 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Queja 264/2019. José Deguer Rodríguez Clavería. 4 de septiembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Octavio Rosales 
Rivera. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 63/2001 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre 
de 2001, página 27, con número de registro digital: 188344. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.  
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Tesis: PC.V. J/29 K (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022364        1 de 1 

Plenos de Circuito 
Publicación: viernes 06 de 
noviembre de 2020 10:17 h 

 
Jurisprudencia 
(Común) 

 
IMPEDIMENTO POR RAZÓN DE PARENTESCO. LAS HIPÓTESIS DEL ARTÍCULO 
51, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO, SON DE APLICACIÓN ESTRICTA Y 
LIMITATIVA RESPECTO DE LOS GRADOS PREVISTOS EN EL MISMO. 
 
Dicha disposición legal establece como causa de impedimento legal de los funcionarios 
judiciales ahí mencionados, para conocer del juicio de amparo, ser cónyuge o pariente 
de alguna de las partes, de sus abogados o representantes, en línea recta por 
consanguinidad o afinidad sin limitación de grado; en la colateral por consanguinidad 
dentro del cuarto grado, o en la colateral por afinidad dentro del segundo grado; por 
tanto, prevé de manera expresa, limitativa y específica los tipos y grados de parentesco 
que configuran esa hipótesis de impedimento, por lo que para calificarlo de legal, éste 
debe plantearse dentro de los límites objetivos señalados y no es dable aplicar grados de 
parentesco diversos por analogía, semejanza o apreciación subjetiva del juzgador. 
Asimismo, salvo que se trate de un error en la cita del precepto, al plantearse un 
impedimento por razón de parentesco, el órgano revisor sólo estará facultado para 
calificarlo pero no para encuadrarlo oficiosamente en el supuesto genérico de 
impedimento contenido en la fracción VIII del citado artículo o en cualquier otro diverso, 
al estar vedada dicha posibilidad en términos del artículo 52 de la Ley de Amparo y en 
aplicación analógica de la jurisprudencia 2a./J. 180/2009, de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "IMPEDIMENTOS. LAS CAUSALES 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 66, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO, SON DE 
APLICACIÓN ESTRICTA Y LIMITATIVA." 
 
PLENO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 8/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 8 de septiembre del 2020. 
Unanimidad de seis votos de los Magistrados José Manuel Blanco Quihuis, Gabriel 
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Alejandro Palomares Acosta, Mario Pedroza Carbajal, David Solís Pérez, Luis Fernando 
Zúñiga Padilla y Óscar Javier Sánchez Martínez, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: Gabriel Alejandro Palomares Acosta. Secretaria: Virginia Guadalupe Olaje 
Coronado. 
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Quinto Circuito, al resolver el impedimento 4/2019, y el diverso sustentado por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, al 
resolver la excusa penal 14/2018. 
La jurisprudencia 2a./J. 180/2009 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, noviembre de 2009, página 428, 
con número de registro digital: 165984. 
________________________________________ 
Ejecutorias 
Contradicción de tesis 8/2019. 
Votos 
43711 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 09 de noviembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Tesis: 1a./J. 44/2020 (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022377        1 de 1 

Primera Sala 
Publicación: viernes 06 de 
noviembre de 2020 10:17 h  

 
Jurisprudencia  
(Civil) 

 
PRESCRIPCIÓN POSITIVA O USUCAPIÓN. EL ALLANAMIENTO A LA DEMANDA 
NO ES SUFICIENTE PARA ACREDITAR POR PARTE DEL ACTOR LOS ATRIBUTOS 
DE LA POSESIÓN, AL REQUERIRSE DE OTRA U OTRAS PROBANZAS PARA SU 
CONSTATACIÓN (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE TLAXCALA Y DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron de 
diversos amparos directos, sostuvieron criterios distintos con relación a si para que 
proceda la prescripción positiva o la usucapión es suficiente el allanamiento a la 
demanda para que la parte actora demuestre los atributos de la posesión o si se requiere 
de otros medios de prueba. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación llega a la 
conclusión de que se requieren de otros diversos medios de prueba para que la parte 
actora demuestre los atributos de la posesión, al no ser suficiente el allanamiento a la 
demanda. 
 
Justificación: Se afirma lo anterior, ya que la prescripción adquisitiva, también conocida 
como prescripción positiva o usucapión, es una forma de adquirir el derecho real de 
propiedad. Así, para poder adquirir un bien inmueble a través de este medio, se debe 
atender a lo previsto en los artículos 1199 del Código Civil para el Estado Libre y 
Soberano de Tlaxcala y 1,156 del Código Civil para el Distrito Federal, ahora Ciudad de 
México, los cuales prevén que la persona que hubiese poseído un bien inmueble por el 
tiempo y con las condiciones exigidas por las normas referidas, puede promover juicio 
contra el propietario del bien o quien aparezca como tal en el Registro Público, para que 
se declare que la prescripción se ha consumado y que ha adquirido la propiedad; para tal 
fin los referidos códigos sustantivos prevén diversos atributos que deben ser satisfechos. 
Ahora bien, para la constatación por parte del juzgador de que los atributos que prevén 
las normas de referencia fueron colmados por la parte actora, no basta que el 
demandado se allane a la demanda, pues con ello, sólo se acredita, en su caso, la causa 
generadora de la posesión a título de dueño por parte del actor, al ser un hecho que le 
consta, pero no así para acreditar los atributos que prevén los códigos de referencia, ya 
que para lograr la constatación requerida y que el juzgador cuente con los medios 
suficientes para corroborar tal acreditamiento, es necesario que la parte actora aporte las 
pruebas que resulten idóneas para ese propósito. 
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PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 317/2018. Entre las sustentadas por el entonces Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Octavo Circuito, y el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito. 29 de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Ana María García Pineda. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El emitido por el entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 731/2015, en el que determinó que el allanamiento a la demanda no es suficiente 
para que el actor acredite los atributos de la posesión para la prescripción positiva de 
diverso inmueble, pues el referido allanamiento sólo produce el acreditamiento de la 
causa generadora de la posesión a título de dueño, ya que para demostrar los atributos 
de referencia se requiere de otros diversos medios de prueba; y, 
El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 61/2017, del que derivó la tesis aislada 
I.12o.C.27 C (10a.), de título y subtítulo: "PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. EL 
ALLANAMIENTO DE LA PARTE DEMANDADA ES SUFICIENTE PARA TENER POR 
CIERTO QUE LA POSESIÓN HA SIDO DE MANERA PACÍFICA, CONTINUA Y 
PÚBLICA (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, 
Tomo IV, marzo de 2018, página 3436, con número de registro digital: 2016469. 
Tesis de jurisprudencia 44/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada a distancia de nueve de septiembre de dos mil veinte. 
________________________________________ 
Ejecutorias 
Contradicción de tesis 317/2018. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 09 de noviembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Tesis: P./J. 16/2020 (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022434        1 de 1 

Pleno 
Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Jurisprudencia 
(Común) 

 
COSA JUZGADA EN EL JUICIO DE AMPARO EN TORNO AL INTERÉS JURÍDICO 
POR AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL A UN DERECHO SUBJETIVO. CASOS EN LOS 
QUE UNA RESOLUCIÓN DE SOBRESEIMIENTO NO HACE QUE SE ACTUALICE 
ESTA CAUSA DE IMPROCEDENCIA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN 
XI, DE LA LEY DE LA MATERIA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes examinaron medios de 
impugnación en amparo indirecto que tenían como antecedente haberse decretado el 
sobreseimiento en un primer juicio de amparo por falta de interés jurídico, por no haberse 
acreditado un derecho subjetivo específico, y examinaron si en el segundo juicio se 
actualizaba o no la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XI, de la 
Ley de Amparo. Al respecto, llegaron a soluciones contrarias, puesto que para uno no 
procede un nuevo juicio promovido por el mismo quejoso contra la misma autoridad y 
respecto al mismo acto, por constituir dicho sobreseimiento cosa juzgada; mientras que 
para el otro sí procede, porque las razones o circunstancias que sustentaron la decisión 
de improcedencia en el juicio previo no provocaron la inejercitabilidad de la acción de 
amparo de modo absoluto. 
 
Criterio jurídico: La causa de improcedencia de cosa juzgada prevista en el artículo 61, 
fracción XI, de la Ley de Amparo, puede operar excepcionalmente cuando en un juicio 
previo se haya desechado una demanda o decretado el sobreseimiento, en la 
inteligencia de que no basta que en el primer juicio se haya determinado que el quejoso 
carece de interés jurídico para llegar a la conclusión de que ello, por sí solo, implica la 
inatacabilidad del mismo acto a través de un diverso juicio constitucional, pues 
necesariamente se deben analizar las razones que llevaron al órgano jurisdiccional a esa 
conclusión, ya que no todas ellas conllevan un pronunciamiento que impide la 
impugnación del acto de autoridad en un juicio de amparo ulterior. 
 
Justificación: Por regla general, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sustentado que una resolución de sobreseimiento no constituye cosa juzgada y, por 
consiguiente, no impide promover un nuevo juicio de amparo en el que se impugne el 
mismo acto o norma general; asimismo, ha establecido que existen excepciones al 
respecto, en virtud de que la causa de improcedencia de cosa juzgada opera por 
diversas circunstancias, en tanto no sólo se actualiza cuando en una sentencia ejecutoria 
se haya resuelto sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos 
reclamados, sino también con motivo del desechamiento de una demanda o el 
sobreseimiento en el juicio cuando se ha determinado la inatacabilidad de los actos a 
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través de un diverso juicio constitucional, con la condición de que tal determinación 
obedezca a razones o circunstancias que hagan efectivamente inejercitable la acción de 
amparo de modo absoluto, con independencia del juicio en que se haya efectuado. 
Ahora bien, considerando que el interés jurídico, cuando se hace descansar en la 
afectación real y actual de un derecho subjetivo, es materia de prueba y, partiendo de la 
base de que el promovente del amparo debe demostrar los dos supuestos que lo 
integran, es decir, su titularidad respecto del derecho subjetivo reconocido por la ley y el 
perjuicio que le causa el acto de autoridad, la improcedencia por falta de dicho interés 
puede derivar de las siguientes hipótesis: I. Falta de titularidad de un derecho subjetivo 
tutelado por la ley; II. Ausencia de agravio personal y directo, esto es, inexistencia de un 
perjuicio, en virtud de que el acto de autoridad no incide en la esfera jurídica del 
promovente del juicio de amparo; III. Falta de idoneidad de pruebas concretas; y, IV. 
Omisión de aportar las pruebas conducentes para acreditar el interés jurídico. Si bien, 
respecto de los primeros dos supuestos, el sobreseimiento decretado en el primer juicio 
de amparo por falta de interés jurídico (con fundamento en la fracción XII del artículo 61 
de la Ley de Amparo) ocasionaría que en un segundo juicio de amparo promovido por el 
mismo quejoso, contra la misma autoridad y acto reclamado, se actualizara la diversa 
causa de improcedencia prevista en la fracción XI del precepto citado, por existir un 
pronunciamiento sobre el tema específico; ello no ocurre con los últimos dos supuestos, 
porque la falta de interés jurídico se genera por la insuficiencia o ausencia de pruebas, lo 
que no implica un pronunciamiento en cuanto a la existencia del derecho subjetivo 
tutelado o el agravio en la esfera jurídica del quejoso, sino únicamente sobre la ausencia 
de medios probatorios idóneos que acrediten la titularidad del derecho subjetivo que 
estima afectado el peticionario del amparo. De ahí la importancia de atender a las 
razones o circunstancias que condujeron a que en un primer juicio de amparo el órgano 
jurisdiccional resolviera sobreseer por falta de interés jurídico, para determinar si éstas 
son insuperables o no. En este sentido, si las razones o circunstancias que llevaron a 
sobreseer no hacen inejercitable la acción de amparo, con independencia de que esa 
determinación adquiera firmeza, ya sea porque no haya sido recurrida o habiéndolo sido 
se confirme, ello no impedirá promover un nuevo juicio de amparo contra el mismo acto. 
De esta forma, si el sobreseimiento en el primer juicio se sustentó en la falta de 
demostración del interés jurídico del quejoso, bajo la hipótesis de insuficiencia o 
ausencia de pruebas para acreditar ser titular de un derecho subjetivo, ello no constituye 
una razón que predomine, impidiendo que se promueva un nuevo amparo. En suma, 
debe considerarse que no se produce la inejercitabilidad de la acción de modo absoluto 
cuando en el primer juicio se haya omitido allegar pruebas, ni cuando las que se hayan 
ofrecido resulten insuficientes, esto es, eventualmente las pruebas en un segundo juicio 
de amparo no tendrían que ser forzosamente todas “nuevas”, considerando, por ejemplo, 
que una prueba que aisladamente no haya sido suficiente en un primer juicio para 
demostrar la titularidad de un derecho subjetivo puede, en cambio, ser suficiente si se le 
adminicula con otra novedosa, susceptible de generar la convicción necesaria; entonces, 
al segundo juicio (que podría examinarse, por no existir cosa juzgada) se podría aportar 
nuevamente una prueba inicialmente ofrecida, pero agregando otras que la robustezcan 
o perfeccionen, para que en su conjunto brinden certeza. 
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PLENO 
 
Contradicción de tesis 456/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Tercer Circuito. 13 de agosto de 2020. Once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, José 
Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez 
Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretaria: Úrsula Hernández Maquívar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver la 
queja 406/2017, la cual dio origen a la tesis aislada III.5o.T.1 K (10a.), de título y 
subtítulo: "COSA JUZGADA EN EL JUICIO DE AMPARO. NO SE ACTUALIZA ESTA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA, CUANDO EN UN JUICIO PREVIO, EN EL QUE SE IMPUGNÓ 
UN ACTO OMISIVO, SE SOBRESEYÓ POR NO ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO, 
AL NO APORTARSE PRUEBAS PARA ELLO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 2 de febrero de 2018 a las 10:04 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, Tomo III, febrero de 2018, 
página 1405, con número de registro digital: 2016156, y 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 66/2017. 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de octubre en curso, aprobó, con el número 16/2020 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de octubre 
de dos mil veinte. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 30 de noviembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Tesis: 1a./J. 49/2020 (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022447        1 de 1 

Primera Sala 
Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h  

 
Jurisprudencia 
(Constitucional, 
Civil) 

 
EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS SIN PREVIA INVESTIGACIÓN O ESFUERZO DE 
BÚSQUEDA DEL DOMICILIO CORRECTO DEL DEMANDADO. EL PÁRRAFO 
QUINTO DEL ARTÍCULO 1070 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, QUE LO PERMITE 
CUANDO EL DOMICILIO PACTADO EN EL DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN, NO 
CORRESPONDA AL DE LA DEMANDADA, ES INCONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: La parte quejosa fue emplazada al juicio natural por edictos, ante la 
imposibilidad de notificarla en el domicilio pactado en el contrato base de la acción, sin 
investigarse por los medios de que disponía el órgano jurisdiccional, el domicilio correcto 
de la demandada, ello con fundamento en el párrafo quinto del artículo 1070 del Código 
de Comercio. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia considera que el quinto 
párrafo del artículo 1070 del Código de Comercio, es inconstitucional y violatorio de la 
garantía de audiencia previa; y, por consecuencia, de las garantías de legalidad y debido 
proceso, protegidas por los artículos 14 y 16 constitucionales, al permitir que, sin un 
esfuerzo de búsqueda del domicilio correcto en que deba ser emplazada la parte 
demandada, se realice por edictos en los casos en que intentado el emplazamiento en el 
domicilio convencional pactado en el documento base de la acción, resulte incorrecto o 
no vigente. 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que la notificación por edictos debe entenderse 
reservada para aquellos casos en que tras un esfuerzo de búsqueda del domicilio 
correcto para notificar personalmente a una persona, no sea posible ubicarlo. De ahí que 
representa más bien una vía de notificación excepcional o de último recurso para 
informar respecto del inicio de un juicio, siendo obligatorio para el respectivo juzgador, 
investigar hasta donde sea posible del domicilio correcto del demandado, antes de 
proceder a esta notificación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1397/2015. María Guadalupe Castellanos Vázquez. 30 de marzo de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
Amparo en revisión 810/2016. Francisco Raúl Nava Valdez y otra. 17 de mayo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 



BOLETÍN JUDICIAL AGRARIO 
 

TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO      29 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
Amparo en revisión 130/2017. Raymundo Ramírez Pompa. 18 de octubre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
Amparo en revisión 1032/2017. Óscar Rafael Rivera Pérez. 13 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien votó con el sentido pero por 
razones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
Amparo en revisión 617/2019. Lauro Joaquín Córdova Carreón y otra. 4 de marzo de 
2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Ana María 
García Pineda. 
Tesis de jurisprudencia 49/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada a distancia de once de noviembre de dos mil veinte. 
________________________________________ 
Ejecutorias 
Amparo en revisión 617/2019. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 30 de  noviembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019.  
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Tesis: P./J. 14/2020 (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022483        1 de 1 

Pleno 
Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Jurisprudencia 
(Común) 

 
RECURSO DE RECLAMACIÓN CONTRA ACUERDOS DE TRÁMITE DEL 
PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN DICTADOS 
EN AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN SE 
INTERRUMPE CUANDO SE PRESENTA OPORTUNAMENTE ANTE EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO QUE DICTÓ LA RESOLUCIÓN QUE MOTIVÓ EL 
ACUERDO RECURRIDO O ANTE LA OFICINA DE CORRESPONDENCIA COMÚN A 
LA QUE PERTENECE DICHO ÓRGANO. 
 
Hechos: Las Salas de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunciaron de 
manera discrepante en torno a determinar si se interrumpe o no el cómputo del plazo 
para la interposición del recurso de reclamación cuando se presenta oportunamente ante 
el Tribunal Colegiado que dictó la resolución que motivó el acuerdo recurrido o ante la 
Oficina de Correspondencia Común a la que pertenece dicho órgano, cuando se 
impugna un auto del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: El cómputo del plazo previsto en el artículo 104 de la Ley de Amparo se 
interrumpe cuando el recurso de reclamación se presenta oportunamente ante el 
Tribunal Colegiado de Circuito que dictó la resolución que motivó el acuerdo recurrido o 
ante la Oficina de Correspondencia Común a la que pertenece dicho órgano, cuando se 
impugna un auto dictado por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en un amparo directo en revisión. 
 
Justificación: Si bien la regla interpretativa prevaleciente durante la vigencia de la Ley de 
Amparo para los casos en que la interposición de un recurso de reclamación se hiciera 
ante un órgano jurisdiccional distinto al que pertenecía el Presidente que dictó el acuerdo 
de trámite impugnado, era que tal presentación no interrumpía el cómputo del plazo para 
su interposición, por lo cual éste debía seguir corriendo de manera que, si para cuando 
se remitía al órgano correspondiente ya se había agotado el plazo, su interposición debía 
estimarse extemporánea. De una nueva interpretación del artículo 104 de la Ley de 
Amparo, y en aras de favorecer en todo momento a las personas la protección más 
amplia en términos del artículo 1o. constitucional, así como salvaguardar los derechos de 
acceso a un recurso judicial efectivo, a la tutela judicial, a la seguridad jurídica y de 
progresividad, previstos en los artículos 14 y 17 constitucionales, este Alto Tribunal 
considera que el vacío legal del que adolece el referido precepto legal, debe subsanarse 
interpretándolo en el sentido de considerar que la presentación de un recurso de 
reclamación contra acuerdos del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, ante el Tribunal Colegiado de Circuito que dictó la resolución que motivó el 
acuerdo que se pretende impugnar, o bien, ante la Oficina de Correspondencia Común a 
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la que pertenezca tal órgano colegiado, debe tenerse por válida y, por tanto, es 
susceptible de interrumpir el cómputo del plazo para su interposición, siempre que ello 
acontezca dentro del de tres días previsto en el referido artículo 104. Una interpretación 
contraria impondría una restricción no prevista en la norma reglamentaria y vulneraría el 
artículo 17 constitucional, poniendo de manifiesto una limitación regresiva al derecho de 
acceso a la justicia, pues el hecho de que no se tenga certeza legal ante quién debe 
presentarse el recurso de reclamación, no puede ser atribuido al recurrente y menos aún 
su incumplimiento puede acarrear la preclusión de su derecho de impugnación. Lo 
anterior, en la inteligencia de que a fin de que esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación tenga conocimiento oportuno de la interposición de dicho recurso ante los 
referidos órganos jurisdiccionales, en términos de lo previsto en el Acuerdo General 
Número 12/2014, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los servidores 
públicos responsables del uso del Módulo de Intercomunicación (MINTERSCJN) deben 
remitir a esta Suprema Corte mediante dicho sistema, al día siguiente al en que sea 
recibido en el Tribunal Colegiado de Circuito, el escrito en el que se haga valer el referido 
medio de impugnación. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 560/2019. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda 
Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 10 de agosto de 2020. Unanimidad 
de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier 
Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver los recursos 
de reclamación 240/2019, 279/2019, 934/2019, 750/2019 y 824/2019, los cuales dieron 
origen a la tesis de jurisprudencia 2a./J. 136/2019 (10a.), de título y subtítulo: 
"RECURSO DE RECLAMACIÓN CONTRA ACUERDOS DEL PRESIDENTE DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. SU PRESENTACIÓN ANTE 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES QUE CONOCIERON EN PREVIA INSTANCIA, 
INTERRUMPE EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN [ABANDONO DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2016 (10a.)].", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo II, octubre de 2019, 
página 1511, con número de registro digital: 2020756; y, 
El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver el recurso de reclamación 1671/2019. 
Nota: El Acuerdo General Número 12/2014, de diecinueve de mayo de dos mil catorce, 
del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a los lineamientos que 
rigen el uso del Módulo de Intercomunicación para la transmisión electrónica de 
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documentos entre los Tribunales del Poder Judicial de la Federación y la propia Suprema 
Corte citado, aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 6, Tomo III, mayo de 2014, página 2372, con número de registro 
digital: 2494. 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de octubre en curso, aprobó, con el número 14/2020 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Cíudad de México, a veintinueve de octubre 
de dos mil veinte. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 30 de noviembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Tesis: P./J. 15/2020 (10a.) Semanario Judicial de la Federación 
Décima 
Época 

2022486 
1 de 1 

Pleno 
Publicación: viernes 27 de 
noviembre de 2020 10:38 h 

 
Jurisprudencia 
(Común) 

 
REPRESENTACIÓN EN CASO DE FALLECIMIENTO DE LA PARTE QUEJOSA. EL 
AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE 
AMPARO NO PUEDE SER EQUIPARADO AL REPRESENTANTE LEGAL DEL 
FALLECIDO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes al analizar si el autorizado 
en términos amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo puede considerarse como 
"representante legal" para los efectos del artículo 16 de la propia legislación, llegaron a 
soluciones contrarias. 
 
Criterio jurídico: El autorizado en términos amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo 
no puede equipararse al representante legal a que hace referencia el artículo 16 de la 
propia legislación, para efectos de la representación del quejoso que fallece. 
 
Justificación: El representante legal tiene originariamente las facultades y obligaciones 
para instaurar el procedimiento, por lo que esa figura no es equiparable a la del 
autorizado en términos del artículo 12 de la Ley de Amparo, entre otras razones, porque 
los requisitos previstos para la representación legal o el otorgamiento del mandato no 
pueden tenerse por satisfechos con la sola presentación de una promoción como en el 
caso de las autorizaciones que se otorgan en términos amplios, aun cuando puedan 
acompañarse de facultades para intervenir en el juicio en el que se le autoriza. Por tanto, 
el representante legal del fallecido es el único que puede continuar con el juicio en tanto 
interviene el representante de la sucesión de acuerdo con el artículo 16 de la Ley 
Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución, no así el autorizado en 
términos amplios del artículo 12 de la propia legislación. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 323/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
Coahuila, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Vigésimo Primer Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Quinto Circuito. 28 de abril de 2020. Once votos de los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, 
José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez 
Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, al 
resolver la queja 157/2017, la cual dio origen a la tesis aislada V.2o.C.T.5 K (10a.), de 
título y subtítulo: "AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA 
LEY DE AMPARO. CARECE DE FACULTADES PARA CONTINUAR EL JUICIO AL 
FALLECIMIENTO DEL QUEJOSO QUE LO DESIGNÓ, PUES ESTA ENCOMIENDA 
RECAE EN EL REPRESENTANTE LEGAL HASTA EN TANTO INTERVIENE LA 
SUCESIÓN, DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 16 DE LA PROPIA LEY.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de septiembre de 
2018 a las 10:30 horas y en el Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 58, Tomo III, septiembre de 2018, página 2281, con número de registro 
digital: 2017873; y, 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 
507/2018 (cuaderno auxiliar 1056/2018). 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de octubre en curso, aprobó, con el número 15/2020 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de octubre 
de dos mil veinte. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 30 de noviembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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b)  Tesis: diciembre 2020 
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Tesis: XVII.2o.P.A.1 CS (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época  

2022559        1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 11 de 
diciembre de 2020 10:23 h 

 
Tesis Aislada 
(Constitucional) 

 
DERECHO DE PETICIÓN. CONCEPTO DE "BREVE TÉRMINO" PARA EFECTOS DE 
LA RESPUESTA QUE DEBE DARSE AL PARTICULAR QUE LO EJERCIÓ. 
 
El artículo 8o., párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos impone a las autoridades la obligación de dar respuesta en "breve término" a 
la solicitud formulada por un particular; sin embargo, ese concepto no ha sido acotado 
por el Constituyente, por lo que no es posible fijar un plazo único y genérico para que las 
autoridades den respuesta a la solicitud que se les plantea en ejercicio del derecho de 
petición. En esa tesitura, por "breve término" debe entenderse el periodo racional y 
justificado para estudiar y acordar la petición, conforme a su complejidad, las 
circunstancias específicas del caso y las cargas de trabajo de la autoridad. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 40/2020. Director General de Pensiones Civiles del Estado de 
Chihuahua y otros. 5 de junio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Refugio Noel 
Montoya Moreno. Secretario: Jesús Armando Aguirre Lares. 
Amparo en revisión 106/2020. Jefa del Departamento de Afiliación y Vigencia de 
Pensiones Civiles del Estado de Chihuahua. 3 de julio de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: Pánfilo Martínez Ruiz, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrado. Secretaria: Martha Dalila Morales Cruz. 
Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 
470, de rubro: "PETICIÓN, DERECHO DE. TÉRMINO PARA EL ACUERDO 
RESPECTIVO.", publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
1975, Tercera Parte, página 767, con número de registro digital: 395221. 
________________________________________ 
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Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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Tesis: (IV Región)1o.28 A (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022574       1 de 1 

Tribunales Colegiados de 
Circuito 

Publicación: viernes 11 de 
diciembre de 2020 10:23 h 

 
Tesis Aislada 
(Administrativa) 

 
PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS SENTENCIAS DE NULIDAD. CONSISTE EN 
ASEGURAR LA RESPUESTA AL TEMA ESENCIAL MATERIA DE LA LITIS. 
 
La congruencia de las sentencias no sólo debe entenderse en sentido amplio, como se 
ha definido en diversos criterios jurisprudenciales, esto es, como aquel principio por 
medio del cual el juzgador está obligado a resolver los puntos materia de la litis, de modo 
que el justiciable tenga la certeza de que se estudió lo debatido en el juicio. Esto es así, 
porque esa idea generalizada es sólo un bosquejo, pero no significa que el juzgador, de 
manera sacramental, se vea constreñido a resolver línea por línea todas las 
manifestaciones expresadas, aspectos accesorios o que no son relevantes para la 
procedencia de las pretensiones, sino que lo importante de esa salvaguarda en el juicio 
de nulidad es la respuesta al tema esencial y, con ello, lograr advertir si lo accesorio 
sigue la suerte de lo principal, pues a través de éste se establecen las bases para que la 
autoridad jurisdiccional emita una resolución completa para que las partes cuenten con la 
certeza de haber sido escuchadas, ya que ven plasmadas en el fallo las cuestiones 
debatidas oportunamente en el juicio. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN. 
 
Amparo directo 267/2019 (cuaderno auxiliar 444/2020) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, con apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 
Veracruz. Club de Golf La Herradura. 28 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: Héctor Riveros Caraza. Secretaria: Ingrid Jessica García Barrientos. 
________________________________________ 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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b) Jurisprudencia: diciembre 2020 
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Tesis: PC.III.A. J/91 A (10a.) 
Semanario Judicial de la 
Federación 

Décima 
Época 

2022496        1 de 1 

Plenos de Circuito 
Publicación: viernes 04 de 
diciembre de 2020 10:16 h 

 
Jurisprudencia 
(Común, 
Administrativa) 

 
ABOGADO PATRONO. EL DESIGNADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 7 DE LA 
LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO, CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER AMPARO DIRECTO [ALCANCE Y APLICACIÓN 
DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 90/2012 (10a.)]. 
 
El criterio jurisprudencial de referencia resulta aplicable para el caso del "abogado 
patrono", autorizado en términos del artículo 7 de la Ley de Justicia Administrativa del 
Estado de Jalisco, en principio, porque el análisis de dicha disposición normativa revela 
que su designación por alguna de las partes opera en cualquier etapa procesal, dentro 
del propio juicio contencioso administrativo, pero no se obtiene que esas atribuciones 
puedan extenderse a la promoción de una diversa instancia, como lo es el juicio de 
amparo; lo anterior, pues no debe perderse de vista que el juicio de amparo se rige por 
diversos principios, entro otros, por los de "instancia de parte agraviada" y de "agravio 
personal y directo", que se traducen en que el titular de la acción de amparo es el único 
legitimado para impugnar y precisar cuáles actos son los que, en su concepto, le causan 
perjuicio y de qué manera lesionan sus derechos fundamentales, de ahí que la 
promoción del juicio constitucional constituya un derecho personalísimo de la parte que 
resiente una afectación en su esfera de derechos. Sin que obste que en la jurisprudencia 
2a./J. 90/2012 (10a.), se hubiese analizado la figura jurídica del "autorizado" prevista en 
el artículo 5o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. Lo 
anterior, porque el estudio comparativo de esa disposición del orden federal, con el 
diverso artículo 7 de la Ley de Justicia Administrativa de la entidad, que regula la 
institución del "abogado patrono", patentiza que ambas normas guardan una estrecha 
similitud. Consecuentemente, con independencia de la denominación que cada 
legislación asigne al autorizado en amplios términos, lo jurídicamente relevante, es lo 
definido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el criterio 
en estudio, en el sentido de que la autorización conferida en términos de la ley que rige 
el acto reclamado, debe entenderse otorgada únicamente para actuar en el juicio 
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administrativo, y así es como debe concebirse en el juicio contencioso administrativo 
ordinario. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 16/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero, Tercero, Cuarto y Quinto, todos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 7 
de septiembre de 2020. Mayoría de cinco votos de los Magistrados Salvador Murguía 
Munguía, Roberto Charcas León, Juan José Rosales Sánchez, Jacob Troncoso Ávila y 
Moisés Muñoz Padilla. Ausente: René Olvera Gamboa. Disidente y Ponente: Oscar 
Naranjo Ahumada. Secretario: Carlos Abraham Domínguez Montero. 
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 24/2019, el sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el recurso de 
reclamación 43/2018, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 20/2018, y el 
diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 42/2018. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 90/2012 (10a.) citada, aparece publicada con el 
título y subtítulo: “AUTORIZADO EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. CARECE DE FACULTADES PARA PROMOVER JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 199/2004).”, en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 2, 
septiembre de 2012, página 1176, con número de registro digital: 2001581. 
________________________________________ 
Ejecutorias 
Contradicción de tesis 16/2019. 
Votos 
43740 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de diciembre de 2020 a las 10:16 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 07 de diciembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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VIDEOGRABACIONES DE LAS AUDIENCIAS CELEBRADAS EN LOS JUICIOS 
ORALES MERCANTILES. PARA LA VALIDEZ DE LA CERTIFICACIÓN DE LOS 
MEDIOS ELECTRÓNICOS QUE LAS CONTIENEN, NO ES REQUISITO 
INDISPENSABLE QUE SE HAGA CONSTAR QUE "ES COPIA FIEL Y EXACTA" DEL 
REGISTRO ORIGINAL. 
 
El artículo 1390 Bis 28 del Código de Comercio establece la obligación del secretario del 
Juzgado de certificar el medio digital en donde se encuentren registradas las audiencias 
en el juicio oral mercantil, así como de identificar dicho medio con el número de 
expediente y tomar las medidas necesarias para evitar que pueda alterarse. De la 
interpretación conjunta del artículo mencionado, con el artículo 217 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código de Comercio, en términos 
de su artículo 1063, se concluye que son elementos indispensables y, por tanto, mínimos 
para que dicha certificación tenga validez, los siguientes: 1. El juzgado de origen y el 
número de expediente; 2. El tipo de audiencia y la fecha; 3. La firma y nombre del 
secretario del órgano jurisdiccional, así como la mención de que se certifica que el disco 
que contiene la reproducción de la audiencia coincide con su original, o con la 
videograbación que obra en el equipo respectivo; y, 4. El sello del órgano emitente; de 
manera que no es necesario hacer constar indefectiblemente y de manera literal que "es 
copia fiel y exacta" del registro original, para dar certeza jurídica de que su contenido 
coincide con el archivo resguardado en el órgano jurisdiccional. En el entendido de que 
cuando en el juicio de amparo, los medios ópticos o discos versátiles digitales (DVD) en 
que se registren las mencionadas videograbaciones, sean exhibidos por parte de la 
autoridad responsable, con su informe justificado, y no se encuentren certificados, o la 
certificación no contenga los requisitos mínimos antes precisados, tal circunstancia no 
lleva a establecer que deba concederse el amparo a la parte quejosa, para el efecto de 
que la autoridad responsable cumpla con el requisito de certificar debidamente los 
discos, sino que lo procedente es que el órgano de amparo, antes de emitir la sentencia 
respectiva, requiera a la autoridad responsable que remita nuevamente el medio digital 
con la certificación que cumpla con tales requisitos, con fundamento en el artículo 75 de 
la Ley de Amparo, el cual prevé la facultad del órgano jurisdiccional de recabar 
oficiosamente las pruebas rendidas ante la responsable y las actuaciones que estime 
necesarias para la resolución del asunto. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 23/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
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Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en 
auxilio del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 8 de 
septiembre de 2020. Unanimidad de quince votos de la Magistrada Ethel Lizette del 
Carmen Rodríguez Arcovedo y los Magistrados Marco Antonio Rodríguez Barajas, 
Alejandro Villagómez Gordillo, Víctor Francisco Mota Cienfuegos, Walter Arellano 
Hobelsberger, Ismael Hernández Flores, Fernando Alberto Casasola Mendoza, Abraham 
Sergio Marcos Valdés, Gonzalo Hernández Cervantes, Víctor Hugo Díaz Arellano, 
Fernando Rangel Ramírez, Gonzalo Arredondo Jiménez, José Rigoberto Dueñas 
Calderón, Alejandro Sánchez López y Daniel Horacio Escudero Contreras. Ponente: 
Alejandro Villagómez Gordillo. Secretaria: Mariana Gutiérrez Olalde. 
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 299/2019, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San 
Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo directo 8/2019 (cuaderno auxiliar 
199/2019). 
________________________________________ 
Ejecutorias 
Contradicción de tesis 23/2019. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de diciembre de 2020 a las 10:16 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 07 de diciembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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